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Asunto: Acción de tutela Nº 2020 – 129 - 01 

  Proveniente del Juzgado 9 Civil Municipal de Bogotá D.C.  

  Sentencia Segunda Instancia 

 

Fecha:  24 de marzo de 2020 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de segundo grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación de la parte accionante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

Solicitante: Angie María Alejandra Castro Santos, ciudadana que se identifica con la C.C. # 

1.072.711.034. 

 

Agente oficioso: Héctor Gerardo Castro Arévalo, ciudadano identificado con C.C. # 

79.362.390. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el tutelante en contra de: 

 

 Fundación Universitaria Sanitas. 

 

b) Vinculada: 

 

 Ministerio de Educación. 

 Funsabiam. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de los derechos fundamentales de petición, educación, 

debido proceso, dignidad humana e igualdad ante la Ley. 
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4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos:  

 

 La parte accionante manifestó que Angie María Alejandra Castro Santos es 

estudiante de medicina de la Fundación Universitaria Sanitas, institución que 

le permitió cursar el último año en la Universidad Popular Autónoma del 

Estado de Puebla, México. 

 Realizó practicas en el hospital general de Cholula, CESSA San Pedro 

Cholula. 

 Dados los problemas de salud mental presentados por la estudiante la 

Fundación Universitaria Sanitas de manera unilateral, sin informar dio la 

baja, impidiendo el acceso al Hospital de Cholula, y abandonándola pese al 

seguro que había sido exigido. 

 La UPAEP no reportó notas y solo entregó reporte de medicina familiar. 

 La universidad manifestó que nada de lo realizado en México tenía valor 

porque no fue remitido ningún reporte. 

 El siquiatra ordenó incapacidad desde el 25 de octubre de 2019 hasta el 31 

de enero de 2020. 

 La universidad indicó que culminada la incapacidad debía hacer el proceso 

para reiniciar estudios. 

 El 29 de octubre de 2019 solicitó la suspensión de los núcleos académicos, 

para que se condonaran las obligaciones económicas, y fueran trasladadas al 

siguiente periodo académico, de lo cual fue emitido acuse de recibo. 

 No recibió respuesta de la petición. 

 Concluida la incapacidad, se dio inicio al proceso de matrícula, pero ésta fue 

negada, con la indicación que se había emitido respuesta la cual nunca fue 

notificada, vulnerándose el derecho de petición 

 Le fue informado que estaba autorizado el ingreso para el segundo semestre 

del año 2020. 

 

b) Petición:  

 

- Tutelar los derechos deprecados. 
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- Ordenar el reintegro matrícula de Angie Alejandra Castro Santos para el periodo 

académico 2020-1. 

 

5- Informes: 

 

a) Nación – Ministerio de Educación Nacional. 

 

Alegó falta de legitimación en la causa por pasiva dada la autonomía universitaria de las 

instituciones de educación superior, y las competencias del Ministerio no están relacionadas 

con las pretensiones de la parte actora. No fue presentada solicitud alguna por el 

accionante. 

 

b) Fundación Universitaria Sanitas guardo silencio. 

 

6.- Decisión impugnada:  

 

Se resolvió la primera instancia de la siguiente manera: 

 

a) Consideraciones: Tutelo el derecho de petición en aplicación del principio de 

veracidad. Indicó, que al reintegro se debía aplicar los procedimientos establecidos 

por la Universidad en el Reglamento Estudiantil el cual no fue aportado 

imposibilitándose la verificación si la institución actuó acorde éste, y el amparo no 

es un recurso adicional, por tanto, negó el amparo. 

 

b) Orden: Tuteló el derecho de petición y negó el reintegro y matricula solicitado. 

 

7.- Impugnación: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91): 

 

La parte accionante presenta impugnación alegando que la decisión de primera instancia 

carece de congruencia, dado que: 

 

- No se ajusta a los hechos de la acción de tutela. 

- No garantiza el derecho del agraviado. 

- Se funda en consideraciones inexacta y erróneas. 

- Incurre en error de derecho respecto de la acción de tutela. 
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- El reglamento no es un trámite adicional y no está condicionado a decisión 

adoptada por el comité académico, y por tanto las decisiones que tome esa 

instancia carecen de legalidad, por vulnerar el derecho al debido proceso al 

aplicar normas que no eran preexistentes a la actuación regulada, y la actuación 

se desvirtúa conforme el artículo 33 del reglamento estudiantil en tanto solo 

basta una solicitud escrita a la oficina de admisiones. 

- Lo indicado al juez de tutela fue una indebida aplicación del reglamento 

estudiantil. 

 

La accionada allegó soportes de la respuesta emitida el 14 de febrero de 2020 y demás 

soportes que concluyeron con el reintegro de la estudiante para el periodo 2020-1. 

 

8.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración de los derechos deprecados por el tutelante por cuenta de la accionada?  

  

9.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Fundamentos de derecho:  

 

- En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como 

fundamental de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está 

definido en el artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

 

Es así, que mediante precedente jurisprudencial, la Corte Constitucional ha fijado 

características especiales, que buscan la resolución y protección inmediata de este derecho 

fundamental, donde ha considerado que el núcleo esencial de este derecho reside en la 

resolución pronta y oportuna de la cuestión; En este sentido, esa Corporación ha 

manifestado en varios pronunciamientos como la sentencia T- 377 de 2000 reiterada por la 

sentencia T- 161 de 2011, T-146 de 2012, y más recientemente la T-149 de 2013 y más 

recientemente en pronunciamiento en sentencia T- 139 de 2017 MP  Gloria Stella Ortiz 

Delgado, que indicó: 
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“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 
 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

 Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface cuando 

concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 
precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…”. 

 

- Resulta indiscutible, que el debido proceso en los términos del art. 29 de la Constitución 

política se profesa sobre toda clase actuaciones tanto judiciales, administrativas y frente a 

particulares, por ende, es necesario que se respeten las garantías innatas a este derecho 

fundamental.  

 

En este orden el derecho al debido proceso ha sido definido por la jurisprudencia 

constitucional, fijando la procedencia excepcional de la acción tutelar en algunos aspectos, 

tal como lo recalco mediante sentencias T- 957 de 2011, C- 341 de 2014 y T-036 de 2018, 

así: 

 

“…Esta Corporación ha definido el debido proceso administrativo como “(i) el conjunto 

complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el 
cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que 

guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de 

manera constitucional y legal”. Lo anterior, con el objeto de “(i) asegurar el ordenado 

funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 

resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”. 

(…) Sin embargo, excepcionalmente, es posible tramitar conflictos derivados de 

actuaciones administrativas por vía de la acción de tutela, bien sea porque se acredite la 

amenaza de un perjuicio irremediable, caso en el cual cabe el amparo transitorio, o porque 

se establece que los medios de control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

son ineficaces para la protección del derecho a la luz de las circunstancias de cada caso en 

particular, evento en el que opera como mecanismo definitivo. La jurisprudencia 

constitucional también ha señalado que la posibilidad de acudir directamente a la acción 
de tutela ante la revocatoria unilateral de un acto administrativo de contenido particular y 

concreto sin la debida observancia del debido proceso, pretende asegurar que el 

administrado pueda continuar gozando de sus derechos, mientras la autoridad 

administrativa cumple con el mandato legal de demandar su propio acto ante la 
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jurisdicción competente, pues no resulta constitucionalmente admisible que dicha carga sea 

trasladada al particular…”1 

(…) 

“…El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra  consagrado expresamente 
en el artículo 29 de la Constitución Política, y como primer elemento cabe resaltar su 

aplicación no solo para los juicios y procedimientos judiciales, sino también para todas las 

actuaciones administrativas, cuando establece que: “El debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales o administrativas”. La jurisprudencia de esta Corporación 

ha precisado que la extensión del debido proceso a las actuaciones administrativas, tiene 

por objeto garantizar la correcta producción de los actos administrativos,  y extiende su 

cobertura al ejercicio de la administración pública, en la realización de sus objetivos y 

fines estatales, cobijando todas sus manifestaciones , “en cuanto a la formación y ejecución 

de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a los procesos que por motivo y 

con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, 

garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto 
de las providencias administrativas, cuando crea el particular, que a través de ellas se 

hayan afectado sus intereses”[14].…” 

(…)  

“El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental al debido 

proceso, el cual debe ser respetado no solo en el ámbito de las actuaciones judiciales sino 

también en todas las actuaciones, procedimientos y procesos administrativos, de manera 

que se garantice (i) el acceso a procesos justos y adecuados; (ii) el principio de legalidad y 

las formas administrativas previamente establecidas; (iii) los principios de contradicción e 

imparcialidad; y (iv) los derechos fundamentales de los asociados.” 

 

- Respecto a la dignidad humana la Corte Constitucional en sentencia T-444 de 1999, 

indicó: 

 

“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho constitucional 

fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las 

condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una 

existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus 

facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que impida el 
desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho 

consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u 

omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 

desaparecer son contrarias a la referida  disposición superior, sino también todas las 

circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla insoportable. Una de 

ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o suprimirse, cuya extensión 

injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la persona, entendida 

como el derecho a un existencia digna. También quebranta esta garantía constitucional el 

someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando 

puede ser como ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con 

más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 

condiciones de bienestar para sus asociados.” 

 

En lo que toca a la igualdad la Corte Constitucional en sentencia T-062 de 2018 señaló: 

 
“El derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentra consagrado en el artículo 

13 de la Constitución Política, el cual señala que todas las personas son iguales ante la ley 

y deben recibir el mismo trato por parte de las autoridades sin distinción de raza, sexo, 

origen nacional o familiar, lengua, religión u opiniones políticas o filosóficas. La 

jurisprudencia de la Corte ha expresado que el concepto de igualdad es multidimensional, 

pues se trata tanto de un derecho fundamental como de un principio y una garantía[119]. 

La igualdad se ha entendido en tres dimensiones diferentes: la primera de ellas es la 

igualdad formal, que significa un trato igualitario a la hora de aplicar las leyes; la segunda 

                                            
1 Corte Constitucional Sentencia T- 957 de 2011 con ponencia del Magistrado Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-341-14.htm#_ftn14
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn119
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es la igualdad material, entendida como la garantía de paridad de oportunidades entre los 

distintos individuos; y, finalmente, existe el derecho a la no discriminación, que conlleva la 

prohibición de dar un trato diferente con base en criterios sospechosos de 

discriminación[120]. 
Igualmente, el derecho a la igualdad no solo busca erradicar aquellos comportamientos 

que lesionan los derechos fundamentales de las personas o grupos que histórica y 

sistemáticamente han sido discriminados, sino que también propende porque el Estado 

cumpla con la obligación de darles un trato diferencial positivo a dichos grupos, en aras de 

lograr erradicar las barreras que les impiden desenvolverse en sociedad en igualdad de 

condiciones[121]. Siendo así, la Corte ha sostenido que un trato diferenciado a dos 

personas no vulnera el derecho a la igualdad, cuando se trata de eliminar desigualdades 

materiales que existen en la sociedad. 

3.14.2. Dicho trato diferenciado suele expresarse a través de acciones afirmativas, que 

corresponden a aquellas medidas que buscan dar un trato ventajoso o favorable, a 

determinadas personas o grupos sociales que tradicionalmente han sido marginados o 

discriminados, con el propósito de permitir una igualdad sustancial entre todas las 
personas[122]. El artículo 6 de la Ley 1618 de 2013 señala que dichas acciones 

corresponden a “[p]olíticas [o] medidas (…) dirigidas a favorecer a personas o grupos con 

algún tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las desigualdades y barreras de 

tipo actitudinal, social, cultural o económico que los afectan”. Ese mismo artículo establece 

que es un deber de la sociedad en general el “[a]sumir la responsabilidad compartida de 

evitar y eliminar barreras actitudinales, sociales, culturales, físicas, arquitectónicas, de 

comunicación, y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva participación de las 

personas con discapacidad y sus familias”. 

La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que dentro de las acciones afirmativas 

se encuentran las de discriminación positiva o inversa, en las que se utiliza un criterio 

sospechoso de discriminación –como la raza, el sexo o la discapacidad– pero con el 
propósito de fomentar o acelerar la igualdad real de los grupos históricamente marginados, 

en la designación o reparto de bienes o servicios escasos, como podrían ser cupos 

universitarios, puestos de trabajo o, incluso, selección de contratistas. Algunos ejemplos de 

este tipo de medidas con base en el uso de un criterio sospechoso de discriminación, como 

ocurre con la discapacidad, son: (i) la excepción al cumplimiento de la restricción del 

“pico y placa” para vehículos particulares que transporten personas con discapacidad 

(establecida, por ejemplo, en el Decreto Distrital 575 de 2013, art. 4, núm. 7[123]); y (ii) el 

deber de disponer de sitios de parqueo para personas con movilidad reducida en todo lugar 

en donde existan parqueaderos habilitados para visitantes (Decreto 1538 de 2005, arts. 11 

y 12, reglamentario de la Ley 361 de 1997[124]).” 

 

- Por otra parte, la Corte Constitucional creo el concepto de carencia actual de objeto para 

aquellos casos cuando se constata un hecho superado, el cual se presenta cuando cesa o se 

supera lo pretendido con la acción de tutela, tal como fue señalado en la sentencia T-523 de 

2011: 

 
“El objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata de los 

derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta 
Política y el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991.  

Por esta razón, es necesario que exista un sujeto determinado, titular de derechos 

fundamentales, una conducta de una autoridad pública o de un particular que vulnere o 

amenace los derechos de rango constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción de 

tutela proceda y el juez constitucional pueda valorar el caso concreto y llegar a una 

solución encaminada a proteger o restaurar la amenaza o vulneración. 

Ciertamente, los derechos no son otra cosa que facultades radicadas en cabeza de 

personas naturales o jurídicas, por lo cual su existencia no se presenta por sí misma, como 

una realidad ontológica autónoma o independiente, sino que sólo se da como consecuencia 

de la de un titular de tales facultades subjetivas2.  

                                            
2 Sentencia T-277 de 2008. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn120
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn121
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn122
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn123
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn124
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El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de 

tutela, “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, 

salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”. Sin embargo, el 

parágrafo del artículo 29 del mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser 
inhibitorio, por lo cual el juez de tutela no puede eximirse de realizar un análisis de fondo 

sobre el caso concreto. De ahí que, la Corte Constitucional haya creado el concepto de 

“carencia actual de objeto”, que puede configurarse por la ocurrencia de un hecho 

superado o de un daño consumado.  

Así, se presenta un hecho superado cuando cesa, desaparece o se supera el objeto jurídico 

de la acción de tutela, porque se restauró el derecho fundamental amenazado o 

vulnerado, impidiendo que “el juez de tutela entre a emitir una orden respecto de la 

situación fáctica que impulsó la interposición de la acción.”3 Lo cual no implica, tal como 

se dijo anteriormente, que el juez de tutela profiera un fallo en el cual deba pronunciarse 

sobre la configuración de un hecho superado y cómo se reparó el derecho, por lo que el 

hecho superado debe ser probado.” 

“En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela 
ante los jueces de instancia o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional 

declarar la improcedencia de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 6 numeral 

4 del Decreto 2591 de 1991, debiendo verificar: i) si se trata de un hecho superado, cómo 

cesó la vulneración de los derechos fundamentales invocados, o ii) de tratarse de un daño 

consumado, declarar la improcedencia, analizando la existencia de la consumación del 

daño. Por su parte, la Corte en sede de revisión, deberá confirmar el fallo revisado, 

quedando facultada para pronunciarse de realizar un examen adicional relacionado con la 

materia de la que trata el caso concreto, con la finalidad de unificar jurisprudencia4.  

Pero si se superó o consumó el daño en el curso del trámite de revisión ante la Corte 

Constitucional, la Sala de Revisión deberá analizar el caso concreto y advertir si en el 

trámite ante los jueces de instancia se cumplió debidamente con las reglas 
jurisprudenciales, se aplicó adecuadamente las normas vigentes y dependiendo del caso 

conceder o revocar el amparo de los derechos fundamentales, sin importar, si al tratarse de 

un daño consumado no proceda a impartir orden alguna. Tal como se consagró en la SU-

540 de 2007: 

Entonces, sobre el particular se puede enunciar como regla general que a.) si la Corte 

encuentra que la decisión se profirió conforme a la Constitución Política y a la 

jurisprudencia, confirmará el fallo; b.) si verifica que sí hubo una vulneración, o que la 

tutela era procedente, revocará la decisión y señalará que aunque se habría concedido la 

tutela, se presentó un daño consumado con la muerte del actor, con lo que se configura la 

carencia de objeto y así lo declarará, previo su pronunciamiento de fondo, para 

determinar el alcance de los derechos vulnerados (en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 24 del Decreto 2591 de 1991) y emitirá la orden de compulsar copias de la 

sentencia y del expediente a las autoridades correspondientes para eventuales 

investigaciones, si fuera del caso.  (Subrayado y negrilla fuera de texto)5.  

Por ejemplo, en la sentencia T-601 de 2008, la Sala sexta de Revisión, estudió el caso de un 

señor de 74 años que había sufrido un accidente cerebro vascular, razón por la cual se 

encontraba en delicado estado de salud, sin que la E.P.S accionada le hubiera autorizado 

la consulta domiciliaria que el médico tratante le había prescrito. Luego, en el curso de 

revisión de la acción de tutela por la Corte Constitucional, el actor falleció como 

consecuencia de la enfermedad terminal que padecía.  

En esta oportunidad, esta Corporación concluyó que la muerte del titular de los derechos 

fundamentales presuntamente vulnerados, genera una carencia actual de objeto, por daño 

consumado. No obstante, como al juez de tutela, en sede de revisión, le corresponde 
analizar el caso concreto y dilucidar si el daño se relaciona con la actuación u omisión de 

la entidad demandada y si las decisiones de los jueces de instancia aplicaron las reglas 

jurisprudenciales al caso concreto. Decidió en esta ocasión, revocar el fallo de segunda 

instancia que había revocado a su vez el amparo concedido por el juez de primera 

instancia, puesto que se logro verificar que la entidad accionada había vulnerado los 

derechos fundamentales invocados, al tratarse de un sujeto de especial protección 

constitucional y habérsele negado el suministro del tratamiento integral requerido. 

Llamándole la atención a E.P.S demandada pues “la ausencia de atención domiciliaria 

                                            
3 Sentencia T-449 de 2008.  
4 Ver entre otras, Sentencias T-428 de 1998, T-107 de 2007, T-449 de 2008 y T-495 de 2010. 
5 Sentencia SU-540 de 2007. 
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implicó la desatención permanente del usuario y el menoscabo de sus condiciones de 

salud,” advirtiéndole que en adelante deberá velar por la protección de los derechos de 

rango constitucional, cumpliendo con las obligaciones legales y constitucionales en su 

deber como entidad prestadora de salud.  
En conclusión, a pesar de que la jurisprudencia constitucional ha sido disímil frente al 

concepto de carencia actual de objeto, por hecho superado o daño consumado, en 

ocasiones denominándola sustracción de materia, y no existiendo una precisión conceptual 

de en cuál situación se enmarca el fallecimiento del accionante en el curso de la acción de 

tutela, ciertamente la existencia del sujeto cuyo derechos fundamentales están 

presuntamente vulnerados, es un presupuesto lógico para decidir sobre el fondo del asunto. 

Así las cosas, existe una carencia actual de objeto, porque no hay sujeto titular de los 

derechos, por lo cual no hay objeto –derechos constitucionales fundamentales- sobre el 

cual el juez constitucional pueda pronunciarse. Sin embargo, la jurisprudencia  ha 

establecido que,  

(…) la circunstancia de la muerte conduce, como se dijo, a una carencia actual de objeto y 

ésta, a su vez, a la improcedencia de la tutela, por cuanto cualquier orden que se pudiera 
emitir sería ineficaz para la protección de los derechos fundamentales; sin embargo, en 

otros casos, esa consecuencia se ha calificado como la ausencia de interés legítimo o 

jurídico y así se ha declarado, o sencillamente, se ha entendido como sustracción de 

materia; terminación del asunto; cesación de la causa que generó el daño de la acción, de 

la actuación impugnada, o de la situación expuesta.6  

Por lo tanto, cuando el sujeto titular de los derechos fundamentales fallece en el trámite de 

la acción de tutela, el juez constitucional debe analizar el caso concreto y decidir si la 

actuación de la entidad accionada menoscabó los derechos invocados, y declarar el 

amparo improcedente al configurarse una carencia actual de objeto.” 

 

Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho de petición:  

 

En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha decantado que la protección 

por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a requisitos generales o especiales 

como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 
24. La jurisprudencia de esta Corporación7 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que 

en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la 

acción de amparo constitucional”. 

 

Caso concreto:  

 

1. Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, es la no 

contestación a la solicitud de suspensión de núcleos académicos presentada el 29 de octubre 

de 2019. 

                                            
6 Sentencia SU-540 de2007. 
7 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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Visto lo anterior resulta pertinente indicar que con posterioridad al fallo emitido por el a 

quo el 28 de febrero de 2020 (fol. 49), el 10 de marzo de 2020 la Fundación Universitaria 

Sanitas acreditó que dio respuesta a la solicitud radicada ante dicha entidad con oficio 

ARCA 0255-20 del 14 de febrero (fol. 100) y constancia de envió vía correo electrónico 

(fol. 90). 

 

En la citada comunicación le fue indicado a la parte accionante: 

 

 Aprobación excepcional de aplazamiento del periodo académico 2019-2. 

 Autorización del trámite de reingreso a partir del periodo académico 2020-2. 

 Le puso de presente que hacia dos meses le había notificado la decisión, en el 

calendario publicado en la institución se indicó que el internado rotatorio de la 

Facultad de Medicina inició el 5 de diciembre de 2019. 

 No pondera las consecuencias negativas que una estudiante de internado retome 

actividades cuando han pasado 2 meses de iniciado el semestre. 

 Delegó a la Decanatura de la Facultad de Medicina el análisis para determinar si 

resulta pertinente o no desde el punto de vista académico y operativo, el reintegro 

de la estudiante para el periodo académico 2020-1, pero con la aclaración que de ser 

positivo debe surtir un eventual proceso de matrícula.    

 

Visto lo anterior se tiene que la solicitud del accionante fue resuelta de manera clara, 

completa y de fondo, y fue aportada constancia del envió de ésta, cumpliendo con la 

protección del nucleó esencial del derecho de petición. 

 

Vale la pena aclarar, que cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que 

responder el derecho de petición implique otorgar lo pedido, tal y como lo ha sostenido la 

Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 
razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 
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Aunado a lo anterior se pone de presente que no es viable al juez constitucional, indicar o 

hacer manifestación alguna sobre el sentido de las decisiones que tomen las entidades 

accionadas, ya que lo fundamental es la verificación de la resolución a las peticiones en 

sentido estricto, teniendo en cuenta que una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. 

 

Conforme lo expuesto, y no encontrándose vulnerado del derecho de petición de la 

accionante, cumpliéndose con el debido proceso en el trámite surtido respecto de éste, que 

se constituye en la base del presente asunto conforme los hechos y pretensiones del escrito 

de la acción de tutela, no se advierte la vulneración de los derechos a la educación, debido 

proceso, dignidad humana e igualdad, máxime si se tiene en cuenta que no se cumplen con 

los parámetros establecidos para el cado del derecho a la igualdad, pues del iter probatorio 

no se extrae la presencia de una situación de características similares frente a otro individuo 

que generare una acción discriminatoria en contra del actor. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que en comunicación dirigida al juez 

de instancia de fecha 10 de marzo de 2020, la Fundación Universitaria Sanitas puso de 

presente que autorizó el reintegro de la estudiante para el periodo académico 2020-1, que se 

constituía en las pretensiones de esta acción constitucional.  

 

En consecuencia, encuentra este Despacho que estamos en presencia de la figura jurídica de 

la carencia actual del objeto por hecho superado, en virtud que el motivo de presentación de 

la acción de tutela desapareció, configuración que el Alto Tribunal Constitucional definió 

en sentencia T - 265 de 2017 M. P. ALBERTO ROJAS RÍOS, así: 

 
“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la 

entidad accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de 

tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que 

autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a 

prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al 

demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a 

las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del 

Decreto 2591 de 1991.”8 

 

                                            
8 Sentencia T-200 de 2013. 
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No encontrándose vulnerado el derecho de petición del accionante y habiéndose resuelto lo 

pretendido por la parte actora, se declarará la carencia actual de objeto en la tutela 

impetrada por Angie María Alejandra Castro Santos a través de su agente oficioso en contra 

de la accionada. 

 

En los anteriores términos se modificará la decisión del Juzgado 9 Civil Municipal de 

Bogotá D.C., respecto de la Fundación Universitaria Sanitas EPS, y se declarará la carencia 

actual de objeto en la presente acción de tutela impetrada por Angie María Alejandra Castro 

Santos a través de su agente oficioso Héctor Gerardo Castro Arévalo, y se prescindirá de 

emitir orden alguna respecto de ésta.  

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Modificar la sentencia proferida por el Juzgado 9 Civil Municipal de Bogotá 

D.C., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia, la cual quedara de la 

siguiente manera: 

 

“Declarar la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela impetrada por Angie 

María Alejandra Castro Santos a través de su agente oficioso Héctor Gerardo Castro 

Arévalo contra Fundación Universitaria Sanitas, y se prescinde de emitir orden alguna 

respecto de dicha entidad.” 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito.  

 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

©Å╦ÇX 


